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Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Ref: Exp. 66001-31-03-002-2009-00238-01

Acta No 481.




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por Consuelo Lloreda Rentería contra la sentencia de 11 de agosto de 2009, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito, en la acción de tutela que promovió en contra de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’.

ANTECEDENTES





Expuso la demandante como sustento de la acción de tutela que instauró que fue desplazada junto con sus cuatro hijos del corregimiento de San Marino, Chocó; que su madre y su hermano también estaban allá cada uno con su grupo familiar “y a ellos los certificaron y a mi me violaron el derecho a ser inscrita en el RUPD”. En consecuencia, pretendió que como medida provisional se dispusiera “la protección de mi grupo familiar como (sic) el autosostenimiento” y, que en la sentencia se ordenara la inscripción suya y de su familia en el Registro Único de Población Desplazada.




Por auto de 22 de julio pasado, el Juzgado Segundo Civil del Circuito dispuso darle trámite a la solicitud de amparo y no decretó la medida provisional por cuanto “el despacho no avisora (sic) un perjuicio inminente que ponga en riesgo la vida de la peticionario (sic) o algún miembro de su grupo familiar como para que amerite esta medida”.  El 23 de julio, sin auto que lo dispusiera, se recibió declaración de la señora Consuelo Lloreda Rentería quien expuso para lo que importa en este trámite que vive con cuatro hijos
, tres de ellos mayores de edad y sólo dos estudian; que va a una fundación “que se llama Calasanz a hacer reemplazos a cocinarle a los niños los días festivos o cuando hay una incapacidad y me pagan por 5 días $120.000.oo y si hago unas vacaciones me pagan $350.000”; que desde el año 2000 se encuentra desplazada y no ha recibido ninguna ayuda “porque según ellos no tengo la garantía para ser considerada como desplazada” y reitera que su pretensión es que “me incluyan como desplazada en Acción Social y poder obtener las ayudas que brinda el Estado… y que mis hijas puedan estudiar en el SENA, que me brinden el “proyecto productivo” y las demás ayudas de vivienda y auxilios para vivir dignamente”. 





La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, luego de aclarar su naturaleza jurídica y competencia, explicó que la señora Lloreda Rentería no fue incluida en el Registro Único de Población Desplazada porque previo estudio de los hechos que ocasionaron el desplazamiento de la libelista, según declaración juramentada que rindió “conforme a la normatividad que regula la materia”, se estableció que su caso está contenido en la causal 2 del artículo 11 del Decreto 2569 de 2000
 para la no inscripción en el R.U.P.D. y que la acción de tutela, en virtud del carácter subsidiario que la reviste no procede porque “como lo ha reiterado la Honorable Corte Constitucional, no es el medio idóneo para reemplazar los procedimientos consagrados en la legislación vigente”.




La a quo concluyó para negar la acción de tutela que la decisión de no incluir a la demandante en el Registro Único de Población Desplazada tuvo lugar el 17 de agosto de 2000 por cuanto “Acción Social, determinó que de acuerdo con los hechos narrados y la información suministrada no se pudo establecer que ella y su núcleo familiar hayan sufrido amenaza directa en contra de su vida, integridad física, seguridad o libertad personal. Decisión sobre la cual, la accionante tuvo la oportunidad de interponer los recursos ordinarios de ley, que después de 9 años, se encuentran más que vencidos y por consiguiente agotada la vía gubernativa”, por lo que además en este asunto no se cumple el requisito de “la inmediatez” para la prosperidad de la demanda. Decisión en término impugnada por la accionante.
  



CONSIDERACIONES





El ordenamiento jurídico ha otorgado a la Red de Solidaridad Social, establecimiento público del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República
, la tarea de promover el mejoramiento de las condiciones de vida de la población más pobre y vulnerable del país, de la que indudablemente hace parte la franja de los desplazados. Ellos, por las circunstancias a que los ha conducido la violencia, tienen derecho constitucional a que el Estado despliegue su acción de manera efectiva, oportuna y eficiente, con miras a su amparo y al disfrute de garantías básicas de las que han sido violentamente despojados. 





La Red de Solidaridad Social no sustituye, sino que complementa los programas estructurales de educación, salud, seguridad social y vivienda, por medio de la orientación, previa inclusión de la persona en el censo nacional de población desplazada por la violencia, porque no es ella quien brinda directamente dicha protección; su labor consiste en coordinar con las autoridades la aplicación de mecanismos que brinden asistencia legal y humanitaria.  Solo con el ingreso a los programas establecidos para los desplazados, acatando el orden de pedimentos y el procedimiento específico de distribución de cada derecho, se respeta la igualdad de las muchas familias que huyen de la violencia desde sus lugares de origen a distintas capitales del país, lo que implica traumatismos tanto para ellas como para la colectividad.  





Por eso la Ley 418 de 1997 estableció en su artículo 16 que:

“En desarrollo del principio de solidaridad social, y dado el daño especial sufrido por las víctimas, éstas recibirán asistencia humanitaria, entendiendo por tal la ayuda indispensable para sufragar los requerimientos necesarios a fin de satisfacer los derechos constitucionales de quienes hayan sido menoscabados por actos que se susciten en el marco del conflicto armado interno. Dicha asistencia será prestada por la Red de Solidaridad Social, en desarrollo de su objeto constitucional, y por las demás entidades públicas dentro del marco de sus competencias, siempre que la solicitud se eleve dentro del año siguiente a la ocurrencia del hecho.”





Ahora, en el caso a estudio y según las pruebas arrimadas al proceso, puede decirse que no se advierten fundamentos para concluir en la concesión del amparo constitucional pedido, pues aunque este Tribunal no comparte las consideraciones expuestas en primera instancia por la Juez a-quo cuando dijo que la acción de tutela no procedía en vista de que la demandante no agotó la vía gubernativa con respecto a la decisión adoptada por Acción Social el 17 de agosto de 2000 y el tiempo que había mediado entre la misma y la fecha de la interposición de esta acción, por motivo de que en cuanto a la población en situación de desplazamiento ha dicho la H. Corte Constitucional que ambos requisitos de procedibilidad [subsidiariedad e inmediatez] no pueden oponérseles en vista de las circunstancias de protección especial que los cobijan
. No obstante, la Sala está imposibilitada, dada la vaguedad de las pruebas que se allegaron al expediente, para concluir sobre la exactitud y veracidad de la resolución por medio de la cual Acción Social despachó desfavorablemente la petición de la accionante para ser incluida en el Registro Único de Población Desplazada, en ese sentido, puede decirse que tampoco hay elementos que den efectiva cuenta de las actuales circunstancias de la misma, y si en este momento la situación, que en gracia de discusión expuso en su escrito de tutela, aún tiene vigencia, o si por el contrario han acontecido otras que ahora sí lo hagan procedente, caso en el que la señora LLoreda Rentería debe elevar dicha petición ante la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para que adopte las medidas que de acuerdo con la normatividad vigente y su condición, procedan, en vez de acudir directamente a la jurisdicción constitucional. 





Se confirmará, pero por las razones que se han expuesto en esta instancia, la sentencia dictada en este asunto por el Juzgado Segundo Civil del Circuito.


                     DECISIÓN





Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil y de Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad el 11 de agosto pasado en esta acción de tutela.





Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados
FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS
GONZALO FLÓREZ MORENO
� “el menor tiene 13 años de nombre Yacson que estudia en el técnico en grado 6º; el hombre mayor tiene 18 años y está estudiando en el Colegio Sur Oriental y se llama Yeyler Andrés Lloreda Rentería, en décimo grado y las otras hijas gemelas de 23 años de nombre Yuleydi y Yubani que terminaron el bachillerato, no están trabajando y me ayudan a hacer el oficio en la casa”. Cfr., f .10, c.1.


� “La entidad en la que se haya delegado la inscripción, no efectuará la inscripción en el registro de quien solicita la condición de desplazado, en los siguientes casos:


(…)


2. Cuando existan razones objetivas y fundadas para concluir que de la misma no se deduce la existencia de las circunstancias de hecho previstas en el artículo 1º de la ley 387 de 1997”. 


�Art. 2°, D. 2467 de 2005


� En ese sentido puede consultarse la sentencia T-468 de 2006. M.P. Doctor: Humberto Antonio Sierra Porto.
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